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.~~$a¡~· Prime·ra del. Tribunal C.ons.titucióoal,' .compues­
ta:.p0r.gon .I\IIig'ueIRodríguez-PiñeJo. y. 8ravél-F~rrer. Presi­
c:l.E:l'ri .t~, . don . Fernando ' Garda~Mon :v. González:'Regueral, 
.c:j9P :Carlos d~Jayega. Benayas. don Vicente Gimeno Sen­
dra} qQn HafaéNaé.: Mendizábal i Allende y don PedroCrui 
\{iUafón. Magi'strados •. ha pronunciado . 

EN NOMBRE DEL REY ' 

la siguiente 

SENTENCIA 

Enel recurso . deél~paro i núm, 1.39á/90~ interpuesto 
por don José Luis Mart:(nez: ¡López-Muñiz .. en defensa, pro­
pia y representaqopo~ )el ProcuradordelosTribunalesdon 
Franci.scoAlvarez ,del Valle.García .• cootra,el Acuerdo de 
la Comisión;EleGtotald,e la,Facultad de Der.echo de Valla­
dolid,sobre depegaqión,al actor delacondiqión de elector 
y elegible . en . l~s\eieccione~ a rep.resentantes deCatedrá­
ticosde U n iver.sJgad . en la JUnta deJa 'Facultad. V contra 
taSent~1)9ia,.de7 d~f.ebrerode . 1990. deJaSecciónNoy~ 
Dade la . Sal~Ter.c:;eraq.~ITribunal Supremoqllere~ocó 
lade2~det~lió ,de) 9~ede la Sala9~. lp Contenciqso-Ad­
mi:ni~trativo del T{ibuO~!$uperior de Justiciade,_ Castilla 
y ·I..ElóD ,(Valladolid), Jita siqQ. .parteel . Mini~terio Fiscal . y 
PoneJi}~e el Magistrado.cfon)Jicente Gimeno Sendra, quien 
expresa el parecerdeJa$ala. 

1. Antecedentes 

1. Por escrit() presentado en el Juzgado de Guardia , 
el J dEl lllnio d~ 1990.'y fegistradoen ~ste ~riQ.lln~lel 4 ' 
CfElJun.i'Ó del .miSI11.º añp,dór'(José Luis .Martíhézl..qpezcMu­
ñizinterpone recurso de amparó .contra. el ,!\G.I.iwdoéJe la 
Comisión Electoral de la Universidad 'de Valladolid que 
denegó al actor la condición de elector ,v elegible en las 
elecciones a representantesd~Gatedráticos en la Junta 
de la Facultad. y Gontra la señtenCia del TribunalSLipremo. 
de Tde . febre lio.;de., 19,90¡queoonfirmó. la, legalidad de 
dicho ticuerdo. po(pr~sunta, vulneración de .Ios: artículos 
1,4 •. 23.2. 24.1 Y27.7 :.C,E, 
".\' 2. ,;· .. Los hechos'quehan;dadolí.Jgar~lpresel'lte recurSo 
'de amparo. según se exp0neri~porél demandahte~ sdri;en 
síntesis. los siguientes: 

~) j,El actm -.:.tátedtátib'pde DeréchóAd!riiOisfraliMli 
déIa lJpiyersidad de Valladolid. qué hab(a acqedJa(l. a,su 
plá~á'(p~Í'á ejercerla docencia en la Faccdtadde::B!.I1:gos­
soHqi!<J".laadscripción a .Ia.s. actividades .docentes 'de! la 
Fa2ult!'Íc:t·dep.erecl;¡0 de Valladolid ~ . . . ' .' 

.' , ~~iQ,tde.lOe.partamento de. Derecho'públic.o. de. 
'hiy~rsidad ~ mostró ' su conformidad ,conJa 
~s9r, MartínEJzb.ópez~Muñiz¡ y.comoGon­

seGU .' , ! .. .. ...••. .••• •.• t, ~.LD.gqanatode .laFacultad deValladolid 
iDGl.uyóal .¡:ic.tqt;·4~r:t\;lps;cuadrdshorarios de dicha:f;acultad 
para el curso · 1~88~8~. . 

!'A<·b 1;,4¡1.;¡a".wI¡l.tacf!f F<3Sl:il'ta.d, .. en,su·sesiórr:de2defebrerg 
d~: ~ 9.89 ;,adoptó;Jq~f~cuercio$,.siglJientes;en relacióncoQ 
la:adscripción\a ,I .~:Í'~'8C\:lI~a!'ide;~al.ladoliddel prófesor: ·qu.e. 
hoy ·. rec~rre · enampcnó:a~ que entado calTlbiodeadscrip¿ 
ción deben ser óídos los centros afectados; b) que, .ant¡:í 
la falta>de claridad de la legislación vigente. elprocedi': 

. mientopara.elcambio'deadscripción debeserestablecid~. 
por. la Junta de Gobiemo;, c}que el. profesor ~Martínez 
López-Muñiz debei sometersuadscripdón 'al citado pro: 
ce di miento. aunque manteniendo:para ese año laadscrip.. 
ción a Válladolid~,y'<f)que eLRector pongaurgentemelite 
en marcha el procedimiento para la elaboración del pro" 
cedimiento. . 

Contradichos;Acmerdosi el actor presentó reclamación 
en quejaque no óbtuvo respuesta alguna. .. : 

c) Por ,su parte. la Junta de la Facultad de Derechb 
de Burgos. en su reunión de 8 de febrero de 1989. adoptÓ 
los siguientes Acuerdos: a) que la adscripciór:r hecha por 
el Departamentode,Derecho Público seajuste al procé~! 
dimiento sefialadopor la' Dirección General de Enseñanza 
Superior. de forma que . cuente con el informefavorabl~ 
delos,centros implicados vposterionesolucióndel Rectóri. 
yb) que se tramite cuando antes el concursocorresponf 
diente a laplaza dé Catedr~tico de Derecho Admiriistrá~ 
ti va, con . expreso destino en esta Facultad., aprobadaéry 
Junta de ;Gobi.ernodel mesdejuliopasado. >~~ 

d) . Convocadas elecciones para elegirrepresentart~ 
tesen/a Junta. d.e la.Facultad de ,Derecho de Valladoli~i' 
elhoyrecurrerite en' amparé. fue 'excluido de la lista pro;: 
visional dé electore~Y'elégiblesporel Cuerpo'dé Catear~~ 
ticos de lJnive'rsidad ·condoce.ncia en la Facmltad. .. .. </d 

'Contra díchaexClusióniritérpusoreclamaciónquefti~ 
réChazada por la .Comisióo Electoral y coritraladeci,sió6 
de la· .citada .Comisi()n inte,rp,uso recursocontencios(}-~.~l 
ministrativo, por ' el,prOced.imiento ·espeeial· . ,dEl Sla 
tey'6211978. qUéfue estimadop,or laSentenciade lasal~i 
de lo Contencioso delTripunal SuperiordeJl;Isticia de. Oá.~~ 
tilla:-Leóri, con se.de"en Valladolid, de 29. de "julio de<1.98~·¿ 

Contra esta Sentencia 'lal!Jniversid~d . de.'Valladoliª 
interpuso recurso' de 'apelación' que fue. estir11adoPW':!~ 
Sentencia del TribtJl1a.1 Supremo que ahora serectrrreerí 
amparo. la cual. revocando la Sentenciaapélada~ deélá'f~ 
que el acto administrativo impugnado no ha discriminado 
al actor. 

. . 3. El demandante de amparo dtrige surecurso contf~ 
elAcuerdode la Gómisión Electoral de la Facultad de Der,~ 
chodeValladoíid. aL que imputa .Ia. vulneraciOn .de Jo§ 
arts. ·23.2;2 7. 7v.2.Q.lc.)i,en rélación con elart.2 7. lOC'.~:¡ 
y contra la$.enten,~iádeITrtbunal Supremo. a laqué imprl~ 
ta la vuln~ración del. dérechoa la tutela judicialefecti~á 
(art. 24 G.~.). 

a) La Sentendaimpugnadahalesionado¡ segú~J:~1 
recurFente,. su .derechoaobtener tutela 'judicial ,efectW ' 
1rente._8 ;la .violáción.c.de ···derechos ·· fundamentales. . 
garant iza.ehart.24:1; en'relacióncon 'eI artJ53C.E: A 
e.lactar queaunqué"/á Sentencia nedara (fundamehf "".( 
DerecllOse-gundo'y fallo}quenoha habid0lesióndedéf~ 
cho fundarnental . atgunor¡i«discriminaciónanticonstrtQ~ 
cionah" lo 'hace sin .razonam,ientoque lo sustente. ya'qú~ 
laSalarenunciaa'hacercualquierexameri dela legislació'ríi 
determinantede 'los'parámetros'definidores delcontenid~ 
de>losderechos fundamentales invocados, . Así.pues;;&!ií¡ 
Sala.,aunquep~receresolvereIJondo; enrealrdad resuel~~ 
sobfela idoileidádidel procedimiento deJaD~y62/197ª~ 
deplarandoqüe «elJitigio debe resolverse en elámbitoi9~ 
unproc~s(),idirigidoalexa.n1en de su adaptación alaleº~ 
lidádprdinaria: Di~I1~e.s~o,; ~difrsilmentepodrá, . no recoH~ 
cerse é. en.laSenteocta·.·tmpugnadauna flagral'ltedenega, 

. ciónde justicia. . . .. . .. . .. ' 
La segunda)mputaciónque el recurrente hace álaSeó~ 

tencia del Tribunal Suprémpeslade haber vulneradosq 
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9.~,r:~9hº<a, 4ª.tute.la Jl,Idicial efectiva al · admitir un 'recurso 
.g~J~p.~.lªg.i.º.Q e.n comra de la Ley. Argumenta el actor que 
' . . JJY!9tpde:;¡u . .trami.tªción como cl,le:;¡tión de derechos 

~f:ltª,l~s¡eray es. a. la vez. una cuestión de personal 
CI~,!'l' 1gl,legaexcll,lida del recurso de apelación [arts. 9.1 de 
Jél·~ey62/1978y 94.1 a) de la L.J.CA]. Como consecuen- '. 
9iª :9~,·!ªªdmisión. contraria a la Ley. del recurso de ape­
~~;9iAnse ha revocado una Sentencia ql,le amparaba al 
él9t!'lfyque. debió respetarse como firme. Con ello se ha 
yl,llneracjo elart. 24 C.E. 

. .por último -en lo que al derecho a la tutela judicial 
efestiya se refiere-o alega el recurrente que lªComisión 
EI,egtqr¡:1I de la Facultad de Derecho de Valladolid. que figu­
r;lcomo agelante. no es órgano con facultades para repre­
~eQt.ª.ren juicio a la Universidad. y que resulta contraria 
éltait. 447 L.O.P.J. la actuación a través de un Procurador 
YJ,mAbogdo ql,le no ocupan órgano alguno de la Univer­
¡~i~.~9 institucionalmente encargados y competentes para 
;I~ ,defensa enjui.cjo de esaAdministración. Igualmente se 
;'~élinfringido e~rt. 57.2 d) de la L.J.CA. ya que no consta 
Jfl~~ el Rector de la Universidad.haya dado su conformidad 
aLrecurso de apelación . 

. b) En lo que' se refiere alAcuerdo de la Comisión Elec~ 
!9!éll. de la Facultad de Derecho de Valladolid. comienza 
el actor aludiendo a la configuración del derecho de sufra­
gí.<>para elegir representantes del Profesorado en la Facul­
t.&d de Derecho de Valladolid. ' 
;./. , Según el Reglamento de la Facultad de Derecho de 
~ªlIadolid. son electores los representantes de los profe­
~ores del Centro (a,rt. 31.3) y elegibles las .personas que. 
re.unil:mdo las condiciones para ser ,elector. se encuentren 
er;J la fecha de la elección prestando en activo sus servicios 
epJa Facultad (art. 33). Al referir:;;e. a la composición de 
la Junta de' Gobierno -órgano máximo de gobierno y 
r~presentación de las Facultades- el arto 46 b) de los ES,ta~ 
'!Jt!)S de la Universidad dice que un 33 por 100 estará 
.<:Qpstituidó por representantes de los . profesores q!-le 
lrnpartan docencia en el Centro y el arto 195 de la norma, 
9itada vuelve a referirse a la representación en la Junta 
geJos profesores que imparten docencia en el Centro. 

La expresión precitada {(profesores del Centro)) que 
emplea. entre otros, el arto 31.3 de los Estatutos no puede 
tener otra interpretación que la que resulté!' dela dicción 
'literal de los arts. 46 b) Y 195.1. antes citados. enel sentido 
.de' que son profesores de cada centro los que imparten 
docencia en él. No es esa la interpretación que hace la 
Comisión Electoral de la Facultad de Derecho de Vallado­
iHd. que ha entendido que ros profesores con derecho de 
sufragio son los que hayan sido nombrados para el Centro 
¡peque se trate yocuperí plaza en él. Interpretación total­
mente gratuita y que desconoce completamente el actual 
,régimen jurídico de las plazas del pr()fes()rado.universita­
jiio. 

No puede entenderse sino como discriminatorio elque 
un Catedrático que dedica toda su actividad docente e 
inwestigadora a la Facultad de Derecho de Valladolid desde 
el1de octubre de 1988. y que es el principal responsable 
de,sudisciplina en ella. resulte excluido del derecho a inter­
venir en la elección de la Junta de Facültad. sinfundamen­
!§ normativo alguno. y negándole lo que se reconoce a 
t9do el personal. no sólo docente. al?ervicio dela Facultad. 
•. ,Alega el recurrente a continuación que la Ley de Refor­
pJa Universitaria ha operado un carnbioen el régimen del 
.profesorado universitario en virtud del Guallas plazas se 
(~etei"rTlinan por el área de conocimiento, el Departamento 
¡'{ la Universidad. pero no por la Facultad o Escuela. de tal 
¡fqrma qlle ya no se es Catedrático de una determinada 
;qis.ciplina. en una también determinada Facultad. sino 
¡~atedrático d.e un 'área de conocimientº yun Departamen-
';jpdentro dela Universidad. . . . .' ' 
~f". El. reCurrente -Catedrático del Are,a de Derecho Adl}li­
;rHp!f;;¡tivo del Departamento de Derecho Público de la Uni-

versidad deValladolid- es tan Catedrático de la Facultad 
de Derecho de Valladolid Como pueden serlo los demás, 
ya qlJe su adscripción a dicho Centro desde octubre de 
1988 nó es distinta a la que tienen los demás profesores 
que ejercen su docencia en el citado Centro. ' En conse­
cuencia. la exclu~ión del actor por la Comisión Electoral 
del prqcesoelectbral a la Junta de laFacultad es discri­
minatoria por contraria a los arts.14. 23.2. 20.1 c) y 
27:7 C.E. 

Además, carece de tOdo fundamento la pr(;}tensión de 
negar al actor la legalidad de la condicióQ de Catedrático 
de la Facultad de Derecho de Vallado!id para discriminarle 
con, respecto a los demás profesores de dicha Facultad. 
ya que cuando se produjo el Acuerdo del Departamento 
aceptando la solicitud de adscripción del actor no había 
norma alguna que exigiera informes previos de las Facul­
tades afectadas en .un .cambiode adscripción. ni tampoco 
norma alguna que asignara [é;I-Gompetencia .resolutoria a 
la Junta de Gobierno. ' 

Por otro lado. la discriminaCión también se ha produ­
cido por comparaciÓn con el tratamiento dado a una pro­
fesora que. estando en idénticas circunstancias qué el 
actor. fue admitida sin problemas a las eleceiones para la 
Junta de Facultad. En efecto. la profesora Montenegro. 
titular de Historia del Derecho. que al igual que el actor 
había accedido a su plaza para ejercer la docencia en Bur­
gos. había paspdo a ejercerla docencia en la Facultad de 
Valladolid en el curso 88~89, también por simple decisión 
del Cons_ejo desu Departamento y sin confirmación expre­
sa del Rectorado. Es insostenible la <,excusa» de que la pro­
fesora citada había permutado su puesto. yen cualquier 
caso ello se decidió exclusivamente por el Departamento 
correspondiente y sin pedir informe previo a nadie. 

Finalmente el recurrente 'refuerza sus alegaciones 
invocando el documento elaborado por la Dirección Gene­
ral de Enseñanza Superior del Ministerio de Educación y 
Ciencia. sobre la carrera docente y la ordenación acadé­
cima. así como un trabajo doctrinal y la doctrina _ de la 
STC 47/1990. 

4. Por providencia de 18 de octubre de 1990 la Sec­
ción acuerda admitir a trámite la demanda de amparo for­
mulada por pon José Luis Martínez López-Muñiz Y. a tenor ; 
de lo dispuesto en el árt 51 de la LOTC. requerir a las Salas 
de lo Contenéioso-Administrativo.de los Tribunales Supr~ 
'mo y Superior de Justicia de Castilla y León (Valladolid). 
para que en el plazo de diez días remitan.,respectivamente, 
testimonio del recurso de apelación núm. 2.458/89 V del 
recurso contencioso-administrativo núm. 304/89; intere­
sándoseal propio tiempo se emplace a quienes fueron par~ 
te en el mencionado procedimíento, con excepción del 
recurrente en ampar9" p~~a que en e~, H,~~\~ , ~ ,e;, cI .i7.z ~;í~~ , 
puedan comparecerene~te procesooQlJs'btuClona!u~sl~1 
mismo. en cuanto a!lapetición formula,da porel recl;lr~f;lnte 
en otrosí (apertura de período probatorio). se acordará lo 
procedente en el momento procesal oportuno. 

5. Por providencia del O de diciembre de 1990. la 
Sección acuerda tener por recibidas las actuaciones remi­
tidas por el Tribunal Supremo y por el Tribunal Superior 
de Justicia de Castilla y León. Y. a tenor de lo dispuesto 
en el arto 52 de,la LOTC. dar vista de todas las actuaciones 
por un plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal y 
al soliCitante del amparo para que aleguen lo que aSu dere­
cho convenga. 

6. El Fiscal.en su escrito de alegaciones. sqlicita la 
denegación del amparo solicitado por cuanto . no resulta 
del proceso la lesión de .Ios derechos fundamentales que 
sirven de apoyo a 1a cjemanda. 

Según el Fiscal. del examen de las actuación es salta 
a la vista que en el recurso contencioso~adminístrativo se 
invocó sólo la violación del an. 14 C.E .• en el que puede 
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en1~l:ldefs~ . !n~l~iqª;\lal,.a!\Jsiqn';al . al1;,,?3'Z'2.que ·.ahota,·~e 
ha~e ' ~nJade'n;laJ:¡p~~d;~;ié!lJ,Ipar~,;I?c¡jr;, ~~~p~trar¡o, :peben· 
quedaf·fuera':·~~kd~~ate~:C.onSt¡:tuciQl)al~, toda~rlas :cúes~io-. 
nes 'fel~'!iyas 'aJ()s,1~rtS):27~7 ·.y.,20:j c) c..E,~ que' no~e 'han' 
inv:ocad.o :·eri~laj,yja1tJdicial:p'rocedente: ' j)or .loqUesefefiere 
aladiscrjmináció~)alégadapor .elactor; frente a 'otr-a p~o-: 
fesora; qtJeiiS~¡,e~ncQntraba , en sus mis(Jlas, circunstqncias. 
elltiscat:afiri11á.qu~,parece ,que:la figura.de la permuta es 
disíiflta de.la adscrjpción. .. . ......' ,. 

:'';;'Enlcuanto: aJ:der-echo de, acceso; :a~argos públicos en 
co~di¿iQoesdejguilldad(art232~;E,).alegaeIFiséal que' 
se:,tratadeun dere~hode: .configuración ,legal. ·por lóque. 
enkelcasó de autos, el 'reqUisito para ser electoryelegible 
etl~i~lclaustrodálar=acultadradica 'en ser profe$or' de fa 
.mfsma¡ y :para:.la:.peterminacióndes¡'se cumple <> no tal 
reqursito hay que esta l' aJo 'que establezcan los Tribunales 

l~rd;W¡aj¡j?s (AT;~;mlq35/19~6),t'ri :ehprésent~~aso •. ~tT ~'" . 
bunal' Supremose ·prof;1uncla: sobre , las :~ondlclones¡exl.gl~ 
das. por las Leyes y concluye '<IJ.le las; mismas.constiteyen, 
un.atema de mera,legalidad':y :que. ,p.Of ,tanto. ,sonpropias 
de un recurso, ordinario y no ·,del p~eferente , de ·Ia , 
L~y62/"978. Existe¡ .pues;una;selección de las normas 
aplicables queno.puede iacharne de irrazonadao irrato­
nábley, por tanto, debe ser respetada. Noolesiona la tutela 
judicial efectiva. el hecho de declarar--'-yrazonar-'i que 
determinados aspectos (la:~ondicióf) · de . profesor) deben 
dilucidar se· en un .procedimiemoordinariq, por ser una 
cuestión ajenaaJos~erecho's fundamentales~ " . 

. En ~uanto a 'fasegulld~};jmputélción~que , eLrec,,!rr;ente 
ha~:ala. S~ntenciadeITñb~i1a" Supremo, 'alegael iFiscal 
qU~~:tply~nio ha declara,dgéste Tribunal (ATC 469Y!1.985), . 
nq,es;pqslble quela,admlslon.,de, l.JorecJ.lrsoestablecldQ en 
las,;.L~es,;áunqueseJlévé" a' iabo,;en . violaCión .de. álg'üna. 
noin1aprOcesat. . lesio,r:ie~Ldeiecbo '-a ,ja 'tutelé) judidéll,.de 
qui~nresultóvencedor, erila instanciq a,nteriQL ..', 

,)F,inálmente,-por lo .que,:respecta,alos.)vicios enJa pos­
ttilációny en la capadaad procesaldeLapeTante. alega: el 
Fiscal que son ,cuestiones de mefia legalidad ordinaria. 

d 'ortodoello el Fiscal solicita la denegación del am~ 

pa~ft,>; .:' ..,: .. . .' , ' .,. ......... .... . . . " 
' ;:.'~~ ;,',=En ' su·escrito'de/alegáCiones el tecUrrente insiste 

erl"lasyahecnas;en.su i:leir)anday,áñade.ahora que reciei1-
tes,aétuaciones ,delI:le(}fo¡'a~óy'dé .la. '¡;:acultaddeDe~echo 
de Valtadolid'le'hándado·fin.almEmlé1a<razón.La Junta.de 
Facultad de Derechd rle :Yalladolidha aceptado la condi­
ció,ndálactor coniopro~esordedichaFacultad y el Deca-. 
nato le ha inch:.íido .Em el ,Plan Docente',de láFacultad, a 
lo qué se había negado eL CUTSO 89~90, aunque' sin con­
seéd.encias efectivas. Ht;jsta tal plmtoestoes así que el 
act:pr.seha,plánteadola posibilidéld~e desistir de surecur­
so (te amparo, pero loha r'ntmíenido,porque considera que 
no debe ser tolerada una Sentencia como la dictada por 
elTribunal Supremo nirenuliciarseauna confirmación por 
elTribunal 'ConstituCional'de lá exigible protección de unos 
derechos fundamentales que. hánsidq conculcados. 

. El resto~esus,ale,ga9ió'1esJeit~r~,I)~ ~ de manera resu- . 
mida, losraio'rramiehtcis" confenitlos,"'en' el escrito de 
demanda. 

L.} L;: • '. 

8. Por provídenciadeldía 24 de 'junio de 1993 se 
señaló el siguiente día 28 del 'mismo mes y año para la 
deliberación y aprobación de la presenté Sentencia . . 

11. Fundamentosjurídicos 

1. E!. presente recurso de'amparo se dirige contra la 
Resolución de laComisión Electoral de la Facultad de Dere­
ch()de Valladolid. que desestir'nóJare~lamación délactor 
contra la lista provisional de elect().r~sy elegibles a laJunta 
de dicha ' Facultad, así comocoritra la Sentencia del Tri­
bunal Supremo de.7 dEffebrero ,de 1990que declaró que 
la citada Resolución no habí~ discriminado al hoy recurren-

te .. en~ámparo.·A: lá!B,esOlubíó.n~qe;laMnivetsida4Ie'impúté) 
el r:éGUrIéhté .la, YU,lner;acióp d~ :Iós!perechos fiJñd,amenta~: 
les ,recdrtPCidoS: ét;HloSAl1'ÍS¡ ~J4/20~1.::c),: énreláei6rr':córt; 
18s iaTtsF2,7 .. :t0: ,Z3.2 'y2 7..74;;¡E.,; .y a' la'5entencia ' del Tri~; 
bunalSlípreinci·la fesióndecsu deracho a,la tutelájudiéial , 
efectiva (al1,:24;C:E,): ' " " , 

>: ,AnteSdeéntrá¡;~a.CQnsiderarlascuesti()nesplanteadas' 
por- eltéclítrente ,ttábémosresolver,' con" carácter previo;: 
la objeCionphintec¡léla"por el Fiscal 'acerc8'de.laposiblé falta 
de invocación en.eLptocesoordinario.de los derécho!i'fun-: 
da mentales ~n que,basasU·démanda. .0': . . ',' 

i':Afirmael Fiscal que (jel·exal11ende las actuaciones sal"'. 
ta a la vista qué eR 91 ' recurso ' conténcioso-admii1istrativo 
se,invocó,tan;'sólb:la·violaCión dálart ·14 C.E .• yen efecto' 
así:es; ya quétanto'enelescritbdeinterposición del r.ecur; 
so, como en el de formalización de la demanda,' se 'alude 
sóloy,~xclU$lvamehte,aJart; 14' CE, que habríasidóJesid' 
nado porefectuaraláctor un trato discriminatorio respecto: 
de' resto de losCatedráticós ejercientes e~ Ja Facúltad-de 
Derecho de Valladolid o adscritos a dicho Central Ello na 
obstante~ hay:que teconocer '. qUe una menciói1¿¡tos 
arts. 23.2 y 21,.7 C,E. aparece ya en la reclamaci6n'ádm~ 
nistrativaqué el re~uiTentéplanteó ante 1aComisiónElec­
toral contra la lista' provisional, de électotes y elegibles; 
mención que vuelve a· repetirse -ampliada ahotaal 
art. 20 C.E.- en eh~scritode'oposiciÓn al recurso de ap~ 
lación planteado contra .Ia . Sentencia de ' 29 de julio de 
1989 .. de la Sala delo :Contencioso-Adminlstrativo del Tri-:­
bunalSuperior .deJ.usticiá de Castill~León estimatoria de 
la pretensión del hoy'recúrrenteen amparo.' . . . ': 

" BiEm es verdad que, . comohemosdeclarado"'enreite: 
radaspcasiones,paracumplirconel requ isitodef art:43, h 
in fine; dela.LOTC, no basta con. recorrertodasJas lnstam 
ciasprocesales subsigoientes-a~Ja Resolueión :administra~ 
tiva; sino que'es necesarioplahtear en aquél!ascomotemá 
central' la violación d.e . derechos fundamentales 
(SSTC79/l984 y 189/1987, entre otras); pero no lo es 
menósque, comotambién hemos dicho, en atención'auna 
interpretación fii1aliStadel artículo 43. 1 LOTCy al principió 
pro áctione, 10 esencial es'plantear lá cuestión en términos 
tales quepermitanalórganojudicial entrar aconocer de. 
lasespécíficasvljlnéraciones aducidas. sin que puedan exil 
girseformalidades'específicas' que no están previstas en 
la CbnStitución 'néi'eh la Ley. . ' . ' ;1 

. . ' Ló dicho nos' lleva a rechazarlaóbjeción dél Rsea/. ya 
qti~sibién es eie-rtOquela ¡míocádóh'delbs derechos fuh~ 
dameiltales c<>nsag'rados ' en IQsarts. "' 14,20. 1 e), 232 y 
27.7 CJ:: ha sido'hecha porel rec'urrente en términosésc& 
samente clarosysinnecesaria inpi"idualizaciÓr'ldetoddS 
y c~da unode 'ellos: no Idesmenos' queatEiniéndonos 'a 
losférminos reates en: que estába 'planteado el debate prO:" 
ceSéiI. no cabe duda'que el mismo afectaba a los derechbi 
fundamentales cuyq amparo se solicita ahora el) esta vía;' 
ya que lo que 'elrécurrente havénido denunCiando sin 
interrupción'desde 's'u reclam'adón administrativa-hasta el 
presemte recurso de a Íl1paro, pasando por-Ias dos instan­
cias:del iproceso,contencioso-adrninistrativo,;esla supoeg.; 
ta discrimirlacióh que.habría~sufrido alsér _éxcluidode lá 
lista 'de ~electores y elegibles.eara la Junta d~laFac;:ultá<1 ' 
de Derecho de Valladolid. Es claro. pues~ que cOhdicho' 
plánteamiento se 'cumplió la finalidad perseguida por el 
art.A3.1; · in fine; de la LOTC. consistente---c0rno ' hemos 
dichcr-:. en plantearla-cuestión ,en términos tales que per~ 
mitah al órgano judiCial entrar a conocer de las específicas 
vulneraciones aducidas (STC 182/1990). ' 

2. Entrando ya en el fondo de las cuestiones pla';'­
teadas en la demanda. hemos d~ examinar. en' primer 

. lugar: las .quejas relativas a la supuesta lesión del derecho 
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE). 

En contra de lo que sostiene el recurrente, no cabe 
imputar a la Sentencia del Tribunal Supremo que impugna 
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vulneración alguna del arto 24.1 por el hecho de entender 
-y razonar- que las 'cuestiones planteadas eran ajenas a 
los derechos fundamentales, ya que es doctrina reiterada 
de este Tribunal Constitucional que la existencia,del pro­
ceso especial contencioso-administrativoregulado por la 
Ley 62/1978 no implica un derecho a disponer libremen­
te de tal proceso con la mera invocación por el recurrente 
de un derecho fundamental. Por el contrario. los órganos 
judiciales pueden. de modo constitucionalmente legítimo. 
haciendo uso de las facultades que al efecto le correspon­
den. velar por el cumplimiento de los presupuestos exigi­
dos para el tipo especial de proceso. y cuando prima facie 
pueda afirmarse. sin duda alguna. que el acto impugnado 
no ha repercutivo en el ámbito de los derechos fundamen­
tales alegados. la consecuencia puede ser lícitamente la 
inadmisión del recurso (SSTC 24/1988. 83/1988 Y 
74/1988. entre otras). 

En el presente caso. al margen de la mayor o menor 
corrección del razonamiento empleado por la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo. así como de la manera de 
reflejarlo en el fallo. ,aspectos cuya revisión no compete 
a este Tribunal. es preciso concluir que la resolución judi­
cial impugnada ha cumplido con las exigencias del dere­
cho a la tutela judicial efectiva. al haber argumentado 
-con una motivación. suficiente- que la cuestión central 
del debate era la condición de profesor de la Facultad 
de Derecho de Valladolid del hoy recurrente en amparo. 
para concluir que dicha cuestión no tiene trascendencia 
constitucional. por lo que estima inexistente la vulnera­
ción de derechos fundamentales aducida por el hoy 
recurrente en amparo. 

La misma suerte ha de seguir la queja relativa a la que 
el recurrente califica de lesión adicional del derecho a la 
tutela judicial efectiva. por haberse admitido el recurso de 
apelación con vicios en la postulación y en la capacidad 
procesal del apelante. Se trata. como es manifiesto. de 
vicios procedimentales que. de haberse producido. no han 
tenido trascendencia constitucional. ya que el recurrente 
no ha demostrado que de ellos haya derivado merma algu­
na de las garantías procesales a que se refiere el 
art. 24 C.E. 

3. Mayor trascendencia tiene. sin lugar a dudas. la 
cuestión relativa a, la supuesta lesión del derecho a la 
tutela judicial efectiva. derivada del hecho de haberse 
admitido un recurso de ap.elación contra la Sentencia 
estimatoria de la pretensión del actor. en un supuesto 
(materia de personal) excluido por la Ley [arts. 6 y 9 de 
la Ley 62/1978 en relación con el art. 9.1 a) de la 
L.J.C.A.]. A ello añade el actor que. habiendo invocado 
esta causa de inadmisión de la ap~lación en su escrito 
de alegaciones de 23 de octubre de 1989. el órgano judi­
cial ni siquiera tuvo a bien responde,r a la excepción de 
inadmisibilidad. con lo cual habría quebrado el principio 
de congruencia procesal. 

Comenzando por esta última queja. debemos recor­
dar. para rechazarla. que. tal y como este Tribunal ha 
declarado. no siempre ha de padecer el derecho a la tute­
la judicial efectiva por el hecho de que. planteada una 
objeción de índole procesal. la resolución judicial obvie 
darle expresa respuesta. pues en muchos casos la reso­
lución de fondo supondrá ya. sin merma alguna de tal 
derecho. una desestimación tácita de la excepción for- , 
rnalizada (STC 59/1983). En el presente caso. cabría 
entender que el órgano judicial. puesto que ha dictado 
Sentencia. harespon.dido negativamente a la cuestión 
previa de inadmisibilidad planteada por el actor. con lo 
que la incongruencia queda así salvada. 

A ello debe añadirse que. en cualquier caso. no podría­
mos pronunciarnos sobre la cuestión planteada. ya que. 
al tratarse de un caso de incongruencia omisiva. definido 
len el arto 102.1 g) de la L.J.CA. y no haberse interpuesto 

el recurso extraordinario de revisión. se da la falta de ago­
tamiento que nos impide entrar enel examen de una vio­
lación de derechos fundamentales que pudo ser remedia­
da en el recurso de revisión. lo cual no afecta al enjuicia­
miento de las otras vulneraciones de derechosfundamen­
tales alegados por el actor (SSTC 93/1984. 5/1986 Y 
,110/1991). . 

Finalmente. por lo que respecta a la lesión del dere­
cho a la tutela judicial efectiva por admitirse un recurso 
de apelación en contra de la Ley. la queja del recurrente 
ha de ser igualmente rechazada. Aun aceptando que la 
admisión de un recurso que legalmente no procede pue­
da in(rirlgir el arto 24 G.E . (SSTC 116/1986 y 
187/1989).. en el presente caso no habría sucedido así. 
ya que la inimpugnabilidad de la Sentencia que estimó 
la pretensión del actor Roestan evidente como el mismo 
pretende. ya que si. en, defEln~éi1 de su tesis. podría con­
siderarse que las cuestiones por el planteadas son mate­
ria de personal. excluidas por el art.94. 1,a) de la L.J.C.A. 
del recurso de apelación. no sería tamp6'co ~méilnifiesta­
mente infundado sostener la tesis favorable a la;,apela­
bilidad de la Sentencia en cuestión. ya sea en atención 
a la especial naturaleza de la vía elegida por el propio 
recurrente (Ley 62/1978). o bien como consecuencia 
de la aplicación del criterio amplio que. sobre la apela­
bilidad de las Sentencias en materia de personal. venía 
sosteniendo la, antigua Sala Quinta del Tribunal Supre­
mo. Todo lo cual permite suponer razonablemente los 
motivos que llevaron al órgano judicial a admitir el con­
trovertido recurso de apelación. . 

Lo dicho nos lleva a concluir que la Sección Novena 
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo. al dictar Senten­
cia.respondió afirmativamente a la cuestión previa de 
inadmisibilidad. optando por una de las posibles interpre­
taciones de la Ley. concretamente por la más favorable 
al acceso al recurso. lo cual no deja de situarnos ante una 
cuestión de mera legalidad ordinaria que no compete revi­
sar al Tribunal Constitucional. 

4. Por lo que respecta a la resolución administrativa 
que se impugna en el presente recurso de amparo. la queja 
del actor. tal y como se sintetiza en el apartado decimo­
quinto de su demanda. se refiere a la supuesta lesión del 
derecho del eatedrático recurrente a participar como elec­
tor y elegible. en condiciones de igualdad. en las eleccio- -
nes a la Junta de la ' Facultad de Derecho de Valladolid 
como profesor del Centro. derecho reconocido en los' 
arts. 20.1 e). 23.2 y 27.7 CE. así como. más genéricamen~ 
te. en 'el arto 14 de la Norma fundamental. La discrimina­
ción se habría producido respecto de los demás profesores 
del Centro y. más concretamente. respecto de la profesora 
Montenegro que. estando en las mismas condiciones que 
el r~currente. no fue 8)<cluida de la li~t~ \~r ~lecto~E1SIN{ 
elegibles. : 1 I ., I 

La primera consideración que procede hacer es la diri­
gida a identificar cuál es el derecho fundamental realmen­
te cuestionado. pues el demandante hace una referencia 
generalizada e indiferenciada a los derechos enunciados 
en los arts. 23.2. 20.1 c) y 27.7 C.E. , 

Respecto al arto 23.2 este Tribunal ha declarado que 
el precepto. que distingue «funciones)) y «cargos» públi­
cos. reconoce. de un lado. el derecho a acceder a puestos 
funcionariales y. de otro. dos derechos-sufragio activo 
y pasivo- que enmarcan la participación política de los 
ciudadanos en el sistema democrático. en conexión con 
los principios de soberanía del pueblo y de pluralismo 
político. consagrados en el arto 1 de la Constitución 
(STC 71/1989). Del primero de los derechos hemos 
dicho que el arto 23.2 comprende no sólo el acceso a la ' 
función pública. sino también el desarrollo o promoción 
de la propia carrera administrativa (SSTC 192/.1991 y 
200/1991. entre otras). Del derecho de acceso a los 
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«cargos públicosnque regula el arto 23.2 hemos'decla­
rada que «se refierea.los cargos públicos de represen­
tación .política. que son los que corresponden al Estado 
y a los entes territoriales en que se organiza territorial­
mente de acuerdo Con el art. 1 37 de la Constitución -Co­
munidades Autonomas. Municipios y Provincias-n 
(STC 23/1984). Añadiendo. a continuación. que el 
arto 23.2 es un reflejo del Estado democrático en el que 
-'-arto '1.2- la soberanía reside en et1lueblo español del 
que emanan todos los poderes del Estado. 

Finalmente. esta vinculación del derecho de acceso a 
«cargos públ,icos» con el concepto de representatividad 
política. derivada de lainterpretaeión del arto 23.2 C.E. en 
conexión con el art.23.1 (SSTC 23/1884. 32/1985. 
149/1988 Y 71/1989 Y AATC 837/1985 y 880/1985). 
nos ha llevado a concluir que en nuestro Derecho. sobre 
la base del élrt. 23.1 C.E .• no todo derecho de participación 
ha de ser siempre un derecho fundamental. Los límites 
bbjetivos dem:f~techo enunciaao en este precepto vienen 
dados por dos de los elementos del poder jurídico en él 
configurado. En primer lugar. por sus titulares «<los ciuda­
danos»). de tal modo que la situación subjetiva así reco­
nocida lo es uti cives y no en favor de cualesquiera cate­
gorías de personas (profesionalmente delimitadas. por 
ejemplo). En segundo lUgar. complementariamente. porel 
contenido del mismo de la situación jurídica subjetiva 
enunciada que dejando de lado la participación «directa», 
irrelevante para el supUesto actual. se anundta como dere­
cho a participar «por medio de-representantes. libremente 
elegidos en elecciones periódicas por sufragio universah) 
(ATC 942/1985). 

Las anteriores consideraciones conducen a eliminar 
de este debate procesal el derecho a acceder él «funcio­
nes» públicas. totalmente ajeno al recurso. ya que no está 
implicado ni el acceso a la función pública. ni el desa­
rrollo o promoción de la carrera administrativa. así como 
e'lderecho a acceder en condiciones de igualdad a los 
«cargos)) públicos. ya Q.ue. de acuerdo con la doctrina de 
este Tribunal que aquí ha quedado expuesta. la condi­
ción de miembro de la Junta de Gobierno de la Facultad 
de Derecho de Valladolid . no es un cargo público de 
representación política. 'ni corresponde -como es 
obvio- al Estado ni a los entes territoriales en que éste 
se organiza. 

Por lo que respecta al arto 20.1 c) C.E .. también invo­
cado por el recurrente. este Tribu,nal ha declarado que la 
libertad de cátedra. en cuanto libertad individual del 
docente. es en primer lugar .y fundamentalmente. una pro­
yección de la libertad ideológica y del derecho a difundir 
libremente los pensamientos. ideas y opiniones de los 
docentes en el ejercicio de su función. Consiste. por tanto. 
en la posibilidad de expresar las ideas o convicciones que 
cada profesor asume como propias en relación a la materia 
objeto de su enseñanza. presentando en este modo un 
contenido. no exclusivamente pero sí predominantemente 
negativo (STC 217/1992). Desde esta perspectiva es 
manifiesto que ninguna limitación ni ingerencia por parte 
dé la Universidad ha sufrido el recurrente en el ejercicio 
de su función docente. 

No obstante. no hay que olvidar que la dimensión per­
sonalde la libertad de cátedra presupone y precisa de una 
organización de la docencia y de la investigación que la 
haga posible y la garantice. de tal manera que la conjun­
ción de la libertad de cátedra y de la autonomía univer­
sitaria. tanto desde la perspectiva individual como desde 
la institucional. hacen de la organización y funcioQamiento 
de las Universidades la base y la garantía de ra libertad 
de cátedra(STC.217/1992 yATe 42/1992}. 

Ello incluye la participación de los profesores en los 
órganos de gobierno de la Universidad. lo que no implica. 
sin embargo. que tod9.profesor universitario pueda exigir. 

al margen de los requisitos que establezcan las Leyes, la' 
participación en los (>rgan05 universitarios. . 

5. El derecho realmente cuestionado por el demarP: 
dante de amparo encuentra su garantíaen el arto 27.7 C.E .• , 
que consagra. en lo que ahora nos importa. el derecho di, 
los profesores a intervenir en el control y la gestión de los' 
centros sostenidos por la Administración con fondos prQ., 
pios. en los términos que la Ley establezca. Sobre este pre< 
cepto este Tribunal ha declarado que consagra una fór" 
mula extremadamente amplia en cuanto deja a la libre 
apreciación del legislador no sólo la determinación de lo 
que haya de entenderse por «centros sostenidos con fon­
dos públicos)). sino también la definición de los términos. 
es decir. del alcance. del procedimiento y de las cons& 
cuencias qué hayan de darse a la intervención en el control 
y gestión (STC 5/1981). Esta singular remisión a la Ley 
que se contiene en el arto 27.7 C.E .• es distinta y más estric­
ta que la que incorpora el art. 23.2 C.E .. pues. tratándose 
de un derecho sustantivo y no de la garantía de una situa­
ción jurídica de igualdad. es claro que corresponda allegis-' 
lador. a tenor de lo dispuesto en el arto 53.1 C.E .. regular: 
su ejercicio (STC 47/1990). 

En el presente caso. la Ley de Reforma Universitariá 
(art. 17) ha definido a la Junta de Facultad como órgano 
representante de dicho Centro. remitiendo la regulaeióil' 
de su composición y funciones a los Estatutos de cada' 
Universidad. En cumplimiento de dicha habilitación. los\ 
Estatutos de la Universidad de Valladolid (arts. 46. 195 
y 198. entre otros) han regulado la composición del órga", 
no mencionado. concretando los aspectos relativos a la' 
elección de representantes a la denominada Junta de 
Centro. y empleando indistintamente --como criterios 
definidores de la condición de electores y elegibles"':' las 
expresiones «los profesores que imparten docencia en 
el Centro» (art. 195.1) Y «los profesores del Centrol), 
(art. 198.2). 

En aplicación de los Estatutos de la Universidad y dél, 
Reglamento de la Facultad de Derecho de Valladolid. la. 
Comisión Electoral de la Facultad de Derecho de Valladolid 
excluyó al hoy recurrente en amparo de la lista de electores 
y elegibles por entender que el actor no tenía en aquel 
momento la condición de profesor de la Facultad. al no 
acreditar el nombramiento rectoral ni la toma de posesión 
en plaza distinta a aquella de la Facultad de Derecho de' 
Burgos. que fue el Centro en el que se produjo su ingreso 
al Cuerpo de Catedráticos de Universidad. 

Así lascosas. es manifiesto que la cuestión planteada ' 
en la vía administrativa. en el posterior recurso contencio­
so y ahora en la demanda de amparo. se reduce lisa y lla­
namente a un problema de aplicación e interpretación del 
cumplimiento por parte del actor de los requisitos estable­
cidos en la Ley. que no tiene trascendencia constitucional" 
alguna. En efecto. la determinación de si el actor -que 
accedió a la condición de Catedrático en virtud del con­
curso convocado para la plaza de Derecho Administrativo. 
en el Departamento de Derecho Público. y en la Ciu­
dad-Centro Facultad de Derecho de Burgos- era. a efectos 
de elecciones. profesor de la Facultad de Valladolid por 
el mero hecho de impartir docencia en ese momento en ' 
dicha Facultad o si. por el contrario. dicha adscripción. que 
la Junta de Facultad de Valladolid calificó de provisional 
y condicionó al cumplimiento de otros requisitos. no alte~ 
raba su condición de profesor de la Facultad de Derecho 
de Burgos. es una cuestión de estricta legalidad ordinaria 
que este Tribunal no puede enjuiciar. Por todo ello. y dado 

,que la exclusión del actor se fundamenta en el incumpli-
miento de los requisitos exigidos para ello por los Estatutos 
de la Universidad. debemos concluir que la resolución de 
la Comisión Electoral no ha vulnerado el derecho consa­
gradoen el arto 27.TC.E. 
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6. Llegados a ese punto sólo nos queda. examinar la 
'alegación del recurrente relativa a 'la:sepllesta:vúfneracióh 
del arto 14 C.E .. derivada del hecho dé haber sido objeto 
de un trato desigual respecto de ~na profesora que esta n­
'do en idénticas circunstanciás alas del ;:lctor no fue exclui­
da. corno él. de la lista de electores y elegibles a la Junta 
del Centro. . ' . . , 

Conforme a reiterada doctrina de éste Tribunal. el jui­
cio de igualdad ex arto 14 C.E. exige, la identidad de los 
supuestos fácticos que se pretenden comparar. pues lo 
que del arto 14 C.E. deriva es el derecho a que supuestos 
de' hecho sustancialmente iguales sean tratados idéntica­
mente en sus consecuencias jurídicas. La identidad de las 
'situaciones fácticas constituye. por tanto. el presupuesto 
ineludible para la aplicación del principio de igualdad. 
correspondiendo a quien lo invoca la carga de ofrecer un 
término de comparación válido en retación al cual deba 
predicarse la pretendida igualdad. 

En el presente caso no se pa la necesariáidéntida'd 
de supuestos que exige el arto 14 C.E. Ello es obvio res­
pecto de los demás Catedráticos de la Facultad de Dere­
cho de Valladolid. en los que noconcu'rre la circunstancia 
específica que se da en el actor. y que ha dado origen 
a toda .Ia controversia. consistente en haber accedido a 
la Cátedra en virtud de una convocatoria que precisaba 
que el Centro donde estaba destinado a desarrollar la 
docencia el candidato seleccionado era la Facultad de 
Burgos. Pero esta falta de identidad fáctica es igualmen­
te clara respecto del término de comparación. más con­
creto. relativo a la profesora Montenegro. ya que. si bien 
es cierto que la cit,ada profesora concursó. al igual que 
el actor. a una plaza de profesora de la Facultad de Qere­
cho . de Burgos y que ambos terminaron impartiendo 
docencia en la Facultad de Valladolid. no lo es menos 
que ello se llevó acabo en virtud de un procedimiento 
distinto en cada caso: la adscripción provisional en el 
caso del actor y la permuta en el caso de la profesora 
citada. lo cual hace que ambas situaciones no puedan 
ser comparadas en términos de identidad, Cuáles sean 
las consecuencias jurídicas que se derivan de cada una 
de estas figuras administrativas. así como de la interven­
ción que en cada uno de los supuestos tuvieron las res­
pectivas Facultades implicadas. ' es una cuestión de 
estricta legalidad ordinaria que a este Tribunal Consti­
tucional no compete revisar. Lo importante. a efectos de 
resolver el presente recurso de amparo, es la constat~ 
ción de la existencia de un elemento jurfdicodifei"ericia­
dor que legitima constitucionalmente el tratamiento dife­
renciado. Todo lo cual debe llevarnos a concluir que no 
se ha producido la discriminación que el actor denuncia. 

FALLO 

I En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR. LA AUTORIDAD QUE LE 'CONFIERE LA CONSTITUCIÓN 
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA. 

Ha decidido . 

Desestimar la demanda de amparo' de don José Luis 
Ma'rtínez López-Muñiz. ... . ' 

Publíquese esta Sentencia en el ((Boletín Oficial del 
Estado)). 

Dada eA Madrrd. a veintiocho de junio,de mil novecien­
tos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñera y ' Bra­
vo-Ferrer; Fernando' Garcla-Mon yGonzáfezRegueral.Car­
los d&' la Vega' Benayas. Vicente Gimeno Sen dra. Rafael 
de Mendizábal Allen~e. PedroCFuz ViII:alón.-Firmadó y 
rllbricado. 

201,02 Sala Primera. Sentencia 213/1993. de' 28 de 
jun-io ' del9'93 ~ Recurso de ampa­
ro 1 :943/1990; Contra providencias del Juz­
gado de 'PritÍ1eralnstancia núm. 25 de Madrid. 
en autos inCidentales sobre modificación de 
medidas acordadas en tutela judicial efectiva: 
inadmisión de recursos lesiva del derecho. 

La Sala Primera del Tribunal Constituciona.l. compues­
ta por don Miguel Rodríguez.,Piñero y Bravo-Ferrer. Presi­
dente. don Fernando García-Mon yGonzález~Regueral. 
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno Sen­
dra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz . 
Villa Ión. Magistrados. ha pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la 'siguiente 

SENTENCIA 

En el recurso de amparo núm. 1.943/90. interpuesto 
por el Procurador de los Tribunales don Eduardo Morales 
Price. en nombre y representación de doña Carmen Cas­
telo Berenguiain. asistido del Letrado don Luis Zarraluqui 
Sánchez Eznarriaga. contra providencias de 14 y 27 de 
junio de 1990 del Juzgado de Primera Instancia núm. 25 

, de Madrid en autos dé divorcio. Ha comparecido el Minis­
terio Fiscal y don Santiago Fernández Figares dela Chica. 
representado por el Procurador don Manuel Lanchares 
Larré y defendido por la Letrada doña ConcepCión Sierra. 
y ha sido Ponente don Vicente Gimeno Sendra. quien 
expresa el parecer de la Sala. 

1. Antecedentes 

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal en 
fecha 26 de julio de 1990. el Procurador de los Tribunales. 
don Eduardo Morales Price. en nombre y representación 
de doña Carmen Célstelo Berenguiain. iAterpuso recurso 
de amparo contra las providencias de 14 y 27 de junio 
de 1990. dictadas por el Juzgado de Primera Instancia 
núm. 25 de Madrid en autos incidentales sobre modifica­
ción de medidas acordadas en Sentencia de divorcio. 

. 2: I,.os laech.os en que se basa la demanda de amparo . 
son. ~n síntesis. los siguientes: . 

a) En ' el Jl.!Z9ªdo c;fe ,primera Instancia núm. 25 d~ 
Madrid se siguió prOCesoy~~QivorC:ioentre la hoy recurren:. 
te de amparoy Su esposo don Santiago F~(l)ández, Figar~~ 
de la Chica (Autos núm. 767/85). que concluyó m~dial1te, 
Sentencia de 15 de octubre de 1982. en la cual el Juez 
acordó el divorcio y ap.robó el Convenio Regula,dor a'poi:'­
tado al efecta por ambas partes. Dicho Conv.enio fue pos­
teriormente modificado en Sentencia de 24 de abril. en la 
q\,Je se fijÓ. la obligac. i()~ ~e. l Sr.Fern~n9.eil;; Jj=li~ares ,dE;l ~~t<r. '1 1 
nar.en concepto de alimentos provISionales; al cantldéilCi ;' 
de 10.000 peseta.s mf,i.n.5uales para cada. uno de los ' ~ijo~ . 
menores del matnmonlo. '. ' ' ,.' 

b) Con posterioridad. la hoy recurrente present6en 
el Juzgado citado reclamaciÓn de liquidación de cantidéild 

. contra el Sr. FernándezFigares. relativa al pago de los ali., 
mentos fijados en la Sentencia. Tras 'la pertinente 'trami:­
tación. el Juzgado dictó Auto el 25 de mayo de 1990 en 
el que desestimó la pretensión de la actora. (En .el funda­
mento jurídico único. la Jueza razona que. según obraba 
en autos. el Sr. Fernández había realizado diversos pagos 
que superaban con creces · la cuantía de los alimentos 
reclamados.) . ' \ .' " 

e) Contra dicho Auto interpuso la parte' actorar.eeur­
so de reposición. en base a.1o dispuesto. en elartJ3'80.de 
I~ LE.C. Por ,providencia .• 14 de junjo<t& ,199Q; 'el' Juz~ 
gadoinadmitió el recurso, de repasiciQn;cecpor"EAocitarse; 
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